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artículo 17 bis, apartado b), de esta última, introducido mediante la Ley 
24/2001, según el cual, «Los documentos públicos autorizados por 
Notario en soporte electrónico, al igual que los autorizados sobre 
papel, gozan de fe pública y su contenido se presume veraz e íntegro de 
acuerdo con lo dispuesto en esta u otras leyes» (es decir, que los docu-
mentos públicos notariales hacen fe y se presume que narran no sólo 
«la verdad» sino «toda la verdad»). En efecto, la seguridad jurídica que 
el instrumento público proporciona cuenta con dos apoyos basilares: la 
fe pública que se atribuye a determinadas declaraciones o narraciones 
del Notario autorizante respecto de ciertos hechos (lugar, presencias, 
capacidad natural, libertad física, actos de exhibición, de entrega, 
declaraciones de las partes en su realidad fáctica, lectura, firmas, etc.); 
y la presunción, «iuris tantum», de validez, de legalidad, la cual, según 
la Resolución de 15 de julio de 1954, tiene su base «en la calificación 
personal del Notario respecto de los requisitos de validez del acto, que 
abarca el propio requisito de capacidad de las partes... debiendo, en 
principio, el Notario, no sólo excusar su ministerio, sino negar la auto-
rización notarial cuando a su juicio se prescinde por los interesados de 
los requisitos necesarios para la plena validez de los mismos» (Y es que 
sería ilógico que no tuvieran efecto alguno todas las calificaciones y 
juicios que el Notario ha de emitir y el control de legalidad que ha de 
llevar a cabo –como funcionario público especialmente cualificado 
para dar fe, con arreglo a las leyes, de los contratos y demás actos 
extrajudiciales, según los artículos 1 y 17 bis de la Ley del Notariado 
y 145 del Reglamento Notarial; cfr. la Sentencia del Tribunal Constitu-
cional 207/1999, de 11 de noviembre, y la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 24 de febrero de 2000–). Por lo demás, no puede descono-
cerse que las presunciones de veracidad y de legalidad del instrumento 
público operan combinadamente, para producir los efectos que le son 
propios y, entre ellos, la inscribibilidad en los Registros públicos, sin 
que la distinción entre la esfera de los hechos narrados por el Notario y 
la de las calificaciones o juicios del mismo sean siempre nítidas: así, 
v.gr., respecto de la misma fe de conocimiento no puede ignorarse que 
no se trata en sí de un hecho sino más bien de un juicio de identidad 
(«comparatio personarum»; así resulta especialmente en algunos 
supuestos en que el Notario se asegure de la identidad de las partes por 
medios supletorios como, por ejemplo, los establecidos en los aparta-
dos «c» y «d» del artículo 23 de la Ley del Notariado) que, por su tras-
cendencia, la Ley trata como si fuera un hecho; y respecto de la capaci-
dad natural y su libertad de acción, aunque en los supuestos más 
extremos son hechos que el Notario percibe directamente por sus sen-
tidos, y cubiertos por la fe pública, lo cierto es que el juicio de capaci-
dad emitido por el Notario engendra una presunción; en efecto, con-
forme a la doctrina del Tribunal Supremo, tal aseveración notarial de 
capacidad reviste especial certidumbre, que alcanza el rango de «fuerte 
presunción “iuris tantum”», de modo que vincula «erga omnes» y obliga 
a pasar por ella, en tanto no sea revisada judicialmente con base en una 
prueba contraria que no deberá dejar margen racional de duda (cfr. la 
Resolución de 29 de abril de 1994).

Así como el Registrador no puede revisar ese juicio del Notario sobre 
la capacidad natural del otorgante (salvo que –como podrá ocurrir excep-
cionalmente– de la propia escritura o del Registro resulte contradicha 
dicha apreciación), tampoco podrá revisar la valoración que, en la forma 
prevenida en el artículo 98.1 de la Ley 24/2001, el Notario autorizante haya 
realizado de la suficiencia de las facultades representativas de quien com-
parece en nombre ajeno que hayan sido acreditadas. Y es que, el apartado 
2 de dicho artículo, al referirse en el mismo plano a la narración de un 
hecho, cual es la constatación −«reseña»− de los datos de identificación 
del documento auténtico aportado, y a un juicio −«valoración»− sobre la 
suficiencia de la representación, revela la especial eficacia que se atri-
buye a esa aseveración notarial sobre la representación −«harán fe sufi-
ciente, por sí solas de la representación acreditada»−, de modo que ade-
más de quedar dicha reseña bajo la fe pública notarial, se deriva de ese 
juicio de valor sobre la suficiencia de las facultades representativas una 
fuerte presunción «iuris tantum» de validez que será plenamente eficaz 
mientras no sea revisada judicialmente. Cuestión distinta es que la even-
tual omisión en el instrumento de ese juicio de suficiencia de la represen-
tación, expresado conforme a las mencionadas prescripciones legales, 
haya de ser calificada por el Registrador como defecto de forma extrín-
seca del documento; o que, sin negar ni desvirtuar la fe pública notarial 
−cfr. artículo 143 del Reglamento Notarial−, pueda apreciar, en su caso, 
que dicho juicio emitido por el Notario resulte contradicho por lo que 
resulte del mismo documento (v.gr., se expresa que las facultades repre-
sentativas son suficientes para «vender», cuando se trata de una escritura 
de donación) o de los asientos del Registro −cfr. artículos 18 de la Ley 
Hipotecaria y 18 del Código de Comercio.

3. Ningún reproche puede oponer el Registrador a la reseña que de 
las escrituras de apoderamiento hace el Notario por el hecho de que éste 
exprese que las facultades representativas acreditadas resultan de copia 
parcial de dichas escrituras (cuestión distinta es la relativa a la falta de 
afirmación del carácter auténtico de dichas copias, en la que ahora no 

cabe entrar habida cuenta de la limitación del objeto del recurso a las 
cuestiones que directa e inmediatamente se relacionen con la calificación 
impugnada –cfr. artículo 326 de la Ley Hipotecaria-). Por otra parte, 
resulta evidente que el juicio notarial sobre la suficiencia de la represen-
tación acreditada contenido en la escritura es congruente y coherente con 
el negocio jurídico documentado en dicho título y con el mismo conte-
nido de éste, ya que se trata de una escritura de cancelación de hipoteca. 
Además, dicho juicio de suficiencia, emitido sin salvedad alguna, tam-
poco puede quedar empañado por la afirmación del Notario sobre ese 
carácter parcial de las copias de las escrituras de apoderamiento.

Según el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, el Registrador habrá de 
efectuar su calificación por lo que resulte del propio título y de los asien-
tos del Registro. En este ámbito, el juicio que el Notario ha emitido sobre 
la suficiencia de las facultades representativas en la escritura calificada 
no resulta contradicho por el contenido de ésta, y la referencia que la 
calificación impugnada hace a la falta de certeza absoluta de las faculta-
des de los apoderados sólo se basa en la mera elucubración del Registra-
dor que parece más inclinada a poner trabas a la calificación notarial de 
la suficiencia de tales facultades que a respetar la norma del artículo 98 de 
la Ley 24/2001. Así, dicha calificación implica la revisión de una valora-
ción –el juicio de suficiencia de las facultades representativas de quien 
comparece en nombre ajeno– que legalmente compete al Notario, con el 
alcance que ha sido expresado en los precedentes fundamentos de dere-
cho. Por ello, la calificación impugnada carece de todo fundamento legal 
y excede del ámbito que le es propio, conforme a los artículos 18 de la Ley 
Hipotecaria y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y según el criterio 
de este Centro Directivo que resulta de anteriores resoluciones (cfr. las de 
12 y 23 de septiembre de 2005 y 30 y 31 de mayo, 9 de junio, 19 septiembre 
y 25 de octubre de 2006, entre otras citadas en los «Vistos» de la presente) 
por las que ha resuelto recursos frente a calificaciones negativas que tie-
nen como objeto dicho artículo 98.

Por lo demás, debe recordarse al Registrador el carácter vinculante de 
las resoluciones de este Centro Directivo cuando estiman los recursos 
interpuestos frente a la calificación negativa (artículo 327 de la Ley Hipo-
tecaria). Por todo ello, esta Dirección General entiende que pueden exis-
tir causas que justifiquen la apertura de un expediente disciplinario –cfr. 
artículo 313.B.k)–, pues el Registrador procede en sentido materialmente 
contrario al mencionado criterio de este mismo Centro Directivo, que no 
podía desconocer, por más que en su calificación pretenda introducir un 
elemento nuevo cual es la afirmación notarial sobre el carácter parcial de 
las copias de las escrituras de poder, cuando dicho extremo no hace sino 
convertir la calificación impugnada en una arbitraria y aleatoria decisión 
desconectada del sistema jurídico, al que en todo caso debe acomodarse, 
con los correspondientes perjuicios para la fluidez del tráfico jurídico 
inmobiliario.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador, en los términos que resultan de los 
precedentes fundamentos de derecho.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 21 de diciembre de 2006.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

MINISTERIO DE DEFENSA
 1418 ORDEN DEF/48/2007, de 17 de enero, por la que se delegan 

en el Secretario de Estado de Defensa determinadas compe-
tencias relacionadas con el presupuesto.

La Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en su 
artículo 63.1, y el artículo 10.dos de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 2007, confieren a mi Autoridad 
determinadas competencias en materia de modificaciones presupuesta-
rias, que es conveniente delegar en el Secretario de Estado de Defensa de 
acuerdo con el artículo 14.5 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, sobre Organi-
zación y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

Por ello, y en virtud de las facultades que me concede el artículo 13 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, dispongo:
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Apartado único. Delegación de competencias.–Se delegan en el 
Secretario de Estado de Defensa las competencias que me otorgan el 
artículo 63.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuesta-
ria, y el artículo 10.dos de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado para 2007.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

Con el fin de facilitar la gestión y ejecución del Presupuesto del Minis-
terio de Defensa para el ejercicio económico de 2007, el Secretario de 
Estado de Defensa desarrollará el mismo mediante la correspondiente 
Resolución, de acuerdo en todo caso con la vinculación jurídica de los 
créditos, establecida en la Ley General Presupuestaria.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado», y surtirá efectos económicos a partir del 1 
de enero de 2007.

Madrid, 17 de enero de 2007.–El Ministro de Defensa, José Antonio 
Alonso Suárez. 

 1419 RESOLUCIÓN 320/38181/2006, de 15 de diciembre, de la 
Dirección General de Armamento y Material, por la que se 
renueva la validez de la homologación del combustible de 
aviación JP-8, fabricado por la empresa Compañía Espa-
ñola de Petróleos, S. A.

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
de la empresa Compañía Española de Petróleos, S. A. (CEPSA), con domi-
cilio social en el Paseo de la Castellana, 278-280, de la localidad de 
Madrid, para la renovación de la homologación del combustible de avia-
ción JP-8, fabricado en su refinería ubicada en Palos de la Frontera 
(Huelva);

Habiéndose comprobado que subsiste la permanencia de la idoneidad 
de los medios de producción y aseguramiento de la calidad usados en la 
fabricación del citado combustible,

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Regla-
mento de Homologación de la Defensa (Real Decreto 324/1995, de 3 de 
marzo, BOE núm. 70), y visto el informe favorable emitido por la Comi-
sión Técnico-Asesora de Homologación, ha acordado renovar por dos 
años a partir de la fecha de esta Resolución, la homologación del citado 
producto, concedida mediante Resolución de esta Dirección General 
núm. 320/38189/2002, de 11 de septiembre, y renovada con Resolución 
núm. 320/38209/2004, de 9 de septiembre. Los interesados podrán solicitar 
una nueva renovación seis meses antes de la expiración de dicho plazo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 15 de diciembre de 2006.–El Director General de Armamento 

y Material, José Julio Rodríguez Fernández. 

 1420 RESOLUCIÓN 320/38182/2006, de 15 de diciembre, de la 
Dirección General de Armamento y Material, por la que se 
renueva la validez de la homologación del combustible de 
aviación JP-8, fabricado por la empresa Compañía Espa-
ñola de Petróleos, S. A.

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
de la empresa Compañía Española de Petróleos, S. A. (CEPSA), con domi-
cilio social en el Paseo de la Castellana, 278-280 de la localidad de Madrid, 
para la renovación de la homologación del combustible de aviación JP-8, 
fabricado en su refinería ubicada en Santa Cruz de Tenerife;

Habiéndose comprobado que subsiste la permanencia de la idoneidad 
de los medios de producción y aseguramiento de la calidad usados en la 
fabricación del citado combustible,

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 1421 RESOLUCIÓN de 17 de enero de 2007, de la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera, por la que se dis-
ponen determinadas emisiones de Bonos y Obligaciones 
del Estado y se publica el calendario de subastas para el 
año 2007 y el mes de enero de 2008.

La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/19/2007, de 11 de 
enero, ha autorizado a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera 
a emitir Deuda del Estado durante 2007 y el mes de enero de 2008 y ha 
regulado el marco al que deberán ajustarse las emisiones, manteniéndose 
para Bonos y Obligaciones del Estado, básicamente, los criterios y procedi-
mientos de emisión vigentes en 2006, así como la obligación de elaborar el 
calendario anual de subastas para su publicación en el Boletín Oficial del 
Estado.

Es, pues, necesario publicar mediante Resolución el calendario de 
subastas a realizar durante el año 2007 y enero de 2008, en el que se hacen 
públicas las fechas de las subastas, comunicándose el plazo de los Bonos y 
Obligaciones a poner en oferta trimestralmente, tras consulta con los Crea-
dores de Mercado, en función de las condiciones de los mercados y del 
desarrollo de las emisiones durante el año. No obstante, si las condiciones 
del mercado o las necesidades de financiación así lo aconsejaran, la Direc-
ción General del Tesoro y Política Financiera podrá decidir, en la Resolu-
ción mensual en la que se disponen las emisiones de Bonos y Obligaciones 
para el mes siguiente, no emitir en alguno de los plazos que, a título indica-
tivo, se hubiesen fijado en la comunicación trimestral antes citada.

Los plazos de emisión en ambas modalidades de Deuda serán los habi-
tuales de tres y cinco años en Bonos y de diez y treinta años en Obligacio-
nes, si bien no se descarta la opción a reanudar la emisión a quince años, 
cuya referencia se alternaría con la de treinta años para compaginar la 
moderación en el volumen total a emitir y el incremento de la liquidez de las 
referencias en proceso de emisión. También se mantiene la posibilidad de 
poner en oferta emisiones que sean ampliación de otras realizadas con 
anterioridad, a fin de completar el volumen necesario para garantizar su 
liquidez en los mercados secundarios.

Las subastas mantienen su configuración actual e irán seguidas, como 
en años anteriores, de una segunda vuelta reservada a aquellas entidades 
financieras que hayan accedido a la condición de Creador de Mercado en el 
ámbito de los Bonos y Obligaciones del Estado.

Por último, conforme a la comunicación de esta Dirección General res-
pecto de la Deuda a poner en oferta durante el primer trimestre de 2007, es 
necesario disponer las emisiones de Bonos y Obligaciones del Estado a tres 
y treinta años que se realizarán en el próximo mes de febrero, fijar sus 
características y convocar las correspondientes subastas. A tal efecto, dada 
la posibilidad de poner en oferta emisiones que sean ampliación de otras 
realizadas con anterioridad, los valores que se ponen en oferta correspon-
den a nuevos tramos de las referencias que se vienen emitiendo y que tie-
nen la calificación de Bonos segregables, de acuerdo con lo previsto en la 
Orden de 19 de junio de 1997.

Por todo ello, en uso de las autorizaciones contenidas en la Orden 
EHA/19/2007, de 11 de enero, esta Dirección General ha resuelto:

1. Hacer público el siguiente calendario de subastas ordinarias corres-
pondiente a las emisiones de Bonos y Obligaciones del Estado en euros que 
se pondrán en oferta durante el año 2007 y el mes de enero de 2008: 

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Regla-
mento de Homologación de la Defensa (Real Decreto 324/1995, de 3 de 
marzo, BOE núm. 70), y visto el informe favorable emitido por la Comi-
sión Técnico-Asesora de Homologación, ha acordado renovar por dos 
años a partir de la fecha de esta Resolución, la homologación del citado 
producto, concedida mediante Resolución de esta Dirección General núm. 
320/38189/2002, de 11 de septiembre, y renovada con Resolución núm. 320/
38209/2004, de 9 de septiembre. Los interesados podrán solicitar una nueva 
renovación seis meses antes de la expiración de dicho plazo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 15 de diciembre de 2006.–El Director General de Armamento y 

Material, José Julio Rodríguez Fernández. 


